
de contradicciones en sus decla-
raciones públicas tanto por el
Presidente Gabriel Boric como
por la ministra del Interior, Ca-
rolina Tohá; el subsecretario del
Interior, Luis Cordero, que re-
emplazó a Monsalve, y el direc-
tor de la PDI, Eduardo Cerna. 

Cambios en
declaraciones públicas

De manera pública el caso se
conoció el jueves 17 de octubre,
mediante un artículo de La Se-
gunda; sin embargo, hoy se sabe
que el Gobierno supo de la de-
nuncia dos días antes, luego que
el director de la PDI le informara
de ello a la ministra Tohá y esta, a
su vez, se lo comunicara al Presi-
dente Boric. Ese mismo día, ade-
más, el mandatario abordó la si-
tuación con el propio Monsalve.

Pese a ello, ese jueves el ex-

Desde su detención, el jueves
pasado, y tras la formulación de
cargos en su contra, al día si-
guiente, el exsubsecretario del
Interior Manuel Monsalve se en-
cuentra detenido en el cuartel de
la Brigada de Homicidios de la
Policía de Investigaciones (PDI),
en la comuna de Ñuñoa. Allí se
mantendrá, al menos, hasta ma-
ñana, cuando se reanude la au-
diencia de formalización inte-
rrumpida este viernes. 

Aquello, debido al receso otor-
gado por el magistrado Mario Ca-
yul, acogiendo, en parte, una soli-
citud de la defensa del imputado
para poder revisar los anteceden-
tes de la voluminosa carpeta in-
vestigativa a la que tuvieron acce-
so solo después del arresto.

El caso comenzó el lunes 14 de
octubre pasado, cuando una
funcionaria de la Subsecretaría
del Interior presentó una denun-
cia por violación contra quien,
hasta ese momento, era su jefe.

Uno de los puntos que han
puesto en entredicho al Gobier-
no ha sido el detalle de cuánto y
cuándo supo que existía esta in-
dagatoria contra la exautoridad,
lo que ha significado una serie

subsecretario participó en una
sesión en el ex-Congreso relati-
va al Presupuesto 2025, y su re-
nuncia, en solitario y desde La
Moneda, ocurrió solo unas horas
más tarde, cuando ya la informa-
ción sobre la indagatoria en su
contra había sido divulgada. 

A partir de ese
momento comen-
zaron a surgir va-
rias versiones: pri-
mero se dijo que el
Gobierno se había
enterado de la de-
nuncia el martes 15
de octubre, pero de
manera “muy general” y no se
informó que la comunicación de
Cerna incluía las actuaciones
que Monsalve solicitó a personal
de Inteligencia de la PDI. 

El mandatario, igualmente,
mantuvo esa versión y en su ex-
tensa exposición de más de 50

minutos en Lampa, el viernes 18
de octubre, aseguró que “no tu-
ve información respecto de los
detalles que han ido trascen-
diendo en los medios de comu-
nicación” y agregó que “hasta el
día de hoy, ni yo ni la ministra
Tohá hemos visto el contenido

de la denuncia”.
Sin embargo, con

el correr de los días
esa versión cambió y
la secretaria de Esta-
do comentó, el lunes
21 de octubre, que
“la información fue
desde un primer

momento completa. La entregó el
director de la PDI a mi persona”.

También detalló, a diferencia
de sus primeras declaraciones,
que los antecedentes entregados
se referían a “una acusación res-
pecto del exsubsecretario por
abuso sexual y por violación, y

que en la investigación también
se estaba abordando el uso que
hizo él de la Ley de Inteligencia
para solicitar que se levantara
cierta información (…), y así fue
informado al mandatario; por lo
tanto, nada de lo que pudo haber
comentado el subsecretario era
ninguna novedad”. 

Diligencias reservadas
sin orden judicial

Pocos días antes de que la víc-
tima interpusiera la denuncia
—el 14 de octubre— Monsalve
se reunió con quien en ese en-
tonces era la jefa nacional de In-
teligencia de la PDI, Cristina Vil-
ches —llamada a “retiro absolu-
to” por este caso—, solicitando
ayuda porque creía, dijo, que
podría estar siendo víctima de
un delito.

Así, personal policial realizó,

en forma reservada y usando la
Ley de Inteligencia, una serie de
diligencias sin conocimiento del
Ministerio Público ni teniendo
una orden judicial, lo que incluyó
la solicitud de cámaras de seguri-
dad del restorán y el hotel donde
habían estado el exsubsecretario y
su denunciante los días de los he-
chos —el 22 y 23 de septiembre
pasado—, así como de registros
audiovisuales de esas fechas a la
Municipalidad de Santiago.

Vilches, además, declaró ante
la fiscalía que revisó el teléfono
de Monsalve para descartar que
estuviera intervenido, lo que po-
dría significar alguna pérdida de
evidencia, y el fiscal regional
metropolitano Centro Norte,
Xavier Armendáriz, confirmó
que estas diligencias incluyeron
acercamientos a la denunciante,
por solicitud de la exautoridad
del Interior. 

Sobre antecedentes en un primer momento

De conocimiento “muy
general” a información
“completa”: las versiones
del Gobierno por el caso

A. ZÚÑIGA 

Tras conocerse la investigación contra el
exsubsecretario por violación y abuso
sexual, el Ejecutivo ha sido errático sobre
cuándo se enteró y por qué Monsalve no
fue apartado antes del cargo. Carolina Tohá, ministra del Inte-

rior.
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Eduardo Cerna, director de la PDI. 
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Xavier Armendáriz, fiscal regional
metropolitano Centro Norte.
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ANTECEDENTES
La Moneda se enteró el
15 de octubre y solo dos
días después Monsalve

renunció. 

A fines de octubre el Presidente Boric declaró ante la Fiscalía sobre la información recibida en el caso del exsubse-
cretario Monsalve, a quien le pidió la renuncia, según dijo en esa instancia ante los persecutores.
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“Tomé conocimiento de que
existía una denuncia por abuso
sexual y violación en contra del
exsubsecretario Monsalve el día
martes 15 de octubre alrededor
de las 16:00 horas, por habérme-
lo así indicado la ministra del In-
terior Carolina Tohá”, es parte
de la declaración que el Presi-
dente de la República Gabriel
Boric dio hace poco más de dos
semanas a la fiscalía, según pu-
blicó este domingo The Clinic. 

A continuación agregó que la
secretaria de Estado “además me
informa que existía una investi-
gación de la PDI por el acceso de
él (Monsalve) a cámaras de se-
guridad del hotel a propósito de
ese hecho”. 

Esto, a diferencia de lo dicho
en su exposición de más de 50
minutos a mediados del mes pa-
sado cuando señaló, entre otras
cosas, que “yo no tuve informa-
ción respecto de los detalles” de
la denuncia.

De esta forma, el contenido de
sus dichos reavivó los cuestiona-
mientos sobre la cantidad y deta-
lle de la información que tenía
La Moneda respecto de la de-
nuncia al saber de su existencia
—el martes 15 de octubre— y, en
consecuencia, las razones para
que Monsalve se mantuviera en
el cargo, cumpliendo con su
agenda normal, dos días más. El
caso se ha convertido en una de
las peores crisis que ha debido
enfrentar el Gobierno y la divul-
gación del testimonio del jefe de
Estado solo habría venido a pro-
fundizarla.

La declaración voluntaria del
mandatario se realizó el pasado
29 de octubre en La Moneda an-
te los fiscales Xavier Armendá-
riz y Francisco Jacir, de la Fisca-
lía Metropolitana Centro Norte,
quienes llevan la indagación por
abuso sexual y violación contra
el exsubsecretario del Interior y
por la que fue formalizado este
viernes. En esa instancia Boric
estuvo acompañado por el abo-
gado Jonatan Valenzuela.

Se trata de antecedentes que
se conocen de cara a la reanuda-
ción de la audiencia de formali-
zación, este martes, en el Sépti-
mo Juzgado de Garantía de San-
tiago, donde se definirá si co-
rresponde o no decretar la
prisión preventiva solicitada
por la fiscalía y la parte quere-
llante contra Monsalve. 

Interés personal o
correcta administración

A juicio de la penalista Cathe-
rine Lathrop, “al haber conocido
que se había transgredido la ley
de inteligencia, más allá de los
hechos puntuales de connota-
ción sexual, había presunciones
serias para pensar que se había
cometido un delito, hecho que
estaban obligados por ley a de-

nunciar, pero se optó por no
cumplir con dicho mandato e in-
cluso mantenerlo en el cargo”. 

Frente a estos antecedentes,
dice la abogada, “hay responsa-
bilidades legales, administrati-
vas y políticas”. Así, detalla que
“hay una infracción al principio
de probidad administrativa en
su máxima expresión al hacer
predominar el interés personal
del subsecretario por sobre el de
la correcta administración”.

“Desde un punto de vista es-
trictamente jurídico, si había
una denuncia por los hechos es
discutible que el Presidente tu-
viera la obligación de denunciar,
ello de acuerdo con lo dispuesto
en el inciso final del artículo 175
del Código Procesal Penal, el
cual establece que la denuncia
realizada por alguno de los em-
pleados públicos obligados a de-
nunciar eximirá al resto”, expli-
ca, por su parte, la profesora de

Derecho Administrativo de la U.
de los Andes, Rosa Fernanda
Gómez. 

Y agrega que “si la ‘funciona-
ria-víctima’ denunció, se habría
cumplido la obligación, salvo que
se quiera separar su calidad de
‘funcionaria’ de la de ‘víctima’”,
en cuyo caso, “de acreditarse el
incumplimiento del deber, se
configura un mera falta penal que
tiene aparejada una sanción de
multa (de 1 a 4 UTM)”.

Su par de la U. Católica de Val-
paraíso (PUCV), Eduardo Corde-
ro, estima que la declaración del
mandatario “solo viene a ratificar
hechos que ya eran conocidos”, y
descarta alguna infracción desde
lo penal o administrativo.

“La Contraloría ha estableci-
do que sobre los deberes funcio-
narios no es posible hacer efecti-
va alguna responsabilidad disci-
plinaria respecto del Presidente
de la República”, dice y añade

que “la obligación de denunciar
no produce efecto alguno en este
caso, porque se trata de un delito
de acción pública previa instan-
cia de particular”. 

Juicio político

La profesora de la U. de los
Andes plantea, no obstante, que
“desde un punto de vista políti-
co se podrían efectuar reproches
adicionales, responsabilidad
que podría hacer efectiva el Par-
lamento”. 

A lo que el académico de la
PUCV añade que “las decisiones
y medidas adoptadas en este ám-
bito constituyen una cuestión de
mérito, oportunidad o conve-
niencia que no se encuentran su-
jetas a control administrativo y,
por tanto, solo podría ser una de-
cisión política que, en la medida
que constituya una infracción a la
Constitución y a las leyes podría

dar lugar a una acusación consti-
tucional”. Pero, estima que “re-
sulta difícil, en mi opinión, de
contar con los antecedentes y
fundamentos suficientes para
que pueda prosperar”.

“Resolví de inmediato
hablar con Monsalve”

En su declaración ante la fisca-
lía, Boric igualmente señaló que
la ministra Tohá “me indica que
el director de la PDI Sr. Cerna le
informó que una funcionaria de
la subsecretaría había denuncia-
do” la violación. 

Mientras que respecto de las
cámaras detalló que la secretaria
de Estado le señaló que “Mon-
salve le solicitó a la directora de
inteligencia de la PDI ver las cá-
maras del hotel. Desconozco en
qué momento y de qué forma se
realizó tal gestión”.

Una vez conocida esta infor-
mación, el Presidente dice en la
declaración ante la fiscalía, “re-
solví de inmediato hablar con
Monsalve, por lo que lo cito a La
Moneda alrededor de las 20:30

horas, pues se encontraba en
Valparaíso. Me reúno con él, y
de inmediato me dice que quería
hablar conmigo de algo delica-
do, yo le digo que si es por la de-
nuncia y me dice que no sabía
que existía denuncia”.

Frente a esa declaración, los
fiscales le solicitan detalles acer-
ca de la versión entregada por el
exsubsecretario, a lo que el man-
datario dijo que le comentó que
el 22 de septiembre “salió a al-
morzar con una funcionaria de
la subsecretaría a un restaurante
y que después del segundo pisco
sour ya no se acordaba de nada,
hasta que despertó con ella a las
06:30 en la cama de su hotel”. 

También le comentó sobre
una primera salida al Costanera
Center y negó tener una relación
amorosa con ella, además de ase-
gurarle que “ella le dijo que tam-
poco recordaba nada, tanto por
habérselo dicho ella el mismo
día que despertaron en el hotel,
y también porque hablaron al-
gunas veces posteriormente a
los hechos y previamente a
nuestra conversación”.

Abogados penalistas y de derecho administrativo, en la víspera de resolverse prisión preventiva: 

Advierten eventuales responsabilidades
legales tras conocerse declaración de
Presidente Boric que profundiza
contradicciones en relato de La Moneda

A. ZÚÑIGA 

Unos observan una infracción al principio de probidad, mientras
otros plantean que el Congreso pudiera hacer efectiva una posible
responsabilidad política. Pero otros consideran que las precisiones
que entregó a los fiscales no agravarían lo que ya se sabía.

‘‘Hay una infracción al principio de probidad
administrativa en su máximo expresión al hacer
predominar el interés personal del subsecretario por
sobre el de la correcta administración”.
........................................................................................................................................

CATHERINE LATHROP
PENALISTA 

‘‘La Contraloría ha establecido que sobre los
deberes funcionarios no es posible hacer efectiva
alguna responsabilidad disciplinaria respecto del
Presidente de la República”.
........................................................................................................................................

EDUARDO CORDERO
PROFESOR PUCV

‘‘Desde un punto de vista político se podrían
efectuar reproches adicionales, responsabilidad que
podría hacer efectiva el Parlamento”.
........................................................................................................................................

ROSA FERNANDA GÓMEZ
PROFESORA U. DE LOS ANDES
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